SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA ACUMULADA N°018
RADICADO ACUMULADO: 660012204000201900102-00
ACCIONANTES: LUZ MARÍA ALZATE SÀNCHEZ Y OTROS
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / AGENCIA OFICIOSA / REQUISITOS / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / SOLICITUD DE LIBERTAD PARA EL AGENCIADO / EXISTENCIA DE UN PROCESO EN CURSO.
Respecto a la figura de la agencia oficiosa, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha referido que esta es: “consecuencia directa de la imposibilidad del titular de los derechos fundamentales supuestamente vulnerados o amenazados de ejercer su propia defensa, situación que legitima a un tercero indeterminado para actuar a su favor sin mediación de poder alguno . Esta potestad está sujeta al cumplimiento de cuatro requisitos: (i) que el agente manifieste expresamente que actúa en nombre de otro; (ii) que se indique en el escrito de tutela o que se pueda inferir de él que el titular del derecho fundamental no está en condiciones físicas o mentales de promover su propia defensa (sin que esto implique una relación formal entre el agente y el titular)…”.
… los actores cuestionan la determinación judicial emitida por el Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías, por medio de la cual se impuso la citada medida de aseguramiento, con miras a que por este mecanismo subsidiario y residual se le conceda la libertad y logre inscribir su candidatura a la Alcaldía, y así garantizarles a estos su derecho a la elección…
Frente a las pretensiones de los accionantes debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
… en relación con la protección del derecho fundamental a la libertad, el requisito de subsidiaridad cobra mayor vigencia, ya que debe demostrarse que no se cuenta con ningún otro mecanismo idóneo o efectivo para evitar su conculcación, para que la acción de tutela proceda de manera excepcional y transitoria.  Al respecto lo que ha dejado establecido el órgano de cierre en materia constitucional es lo siguiente:

“Así, la causal de improcedencia de la tutela ante la existencia de otra acción constitucional como el hábeas corpus aplica en aquellos eventos en los que el interesado privado de la libertad, creyendo estarlo ilegalmente, por sí o por interpuesta persona acude al amparo al considerar que esa garantía fundamental puede estar siendo vulnerada como consecuencia de una acción u omisión de una autoridad pública.” (…)
De igual manera, la Sala de Decisión de tutelas de la H Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 79314 de mayo 6 de 2015, donde concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración…”.
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de julio de dos mil diecinueve (2019)

                                                                 Acta de Aprobación N° 661
                                                  Hora: 9:20 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir de manera acumulada las acciones de tutela instauradas por los ciudadanos LUZ MARÍA ALZATE SÁNCHEZ, NICOLÁS MONTOYA GÓMEZ, GUILLERMO FRANCO LÓPEZ, JULIO HERLEY HENAO LÓPEZ, JESÚS ANCÍZAR MAYA MARTÍNEZ y ALEJANDRA MARÍA CHICA NARANJO en nombre propio y en representación del señor CARLOS EDUARDO TORO ÁVILA, contra el Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa de Cabal (Rda.), por cuanto les vulnera el derecho a la elección, y a este último el de inscribirse y ser elegido, así como el de la libertad.

2.- SOLICITUD 

En la totalidad de las tutelas se hace alusión a lo siguiente: (i) el señor CARLOS EDUARDO TORO ÁVILA fue elegido Alcalde Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.) durante los períodos 2005-2007 y 2012-2015, y en asamblea pública realizada en abril 28 de 2019 presentó su precandidatura para las elecciones 2020-2023, a cuyo efecto continuó su trabajo y manifestó que se inscribiría para ello en junio 27 de 2019; (ii) el referido día fue capturado en su sede política y al día siguiente el Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa (Rda.) le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva intramural, a petición de la Fiscalía, por considerarse que por ser un activista político podía inferir negativamente en la investigación, sin que el Ministerio Público arrimara prueba alguna en contra de alguno de los detenidos; (iii) al señor CARLOS EDUARDO le imputaron las conductas de contrato sin cumplimiento de requisitos legales, falsedad ideológica en documento público, en calidad de coautor, prevaricato en condición de determinador, y coautor de peculado por favorecimiento; (iv) las pruebas allegadas por la Fiscalía y las manifestaciones en alocuciones radiales permiten inferir la intención del ente acusador de interferir en el proceso político; (iv) con la decisión emitida por la funcionaria judicial se vulneran sus derechos a elegir al señor CARLOS ALBERTO TORO ÁVILA, es decir, que sea el candidato de los aquí accionantes, y a éste el derecho a inscribirse como tal y ser elegido; (v) el cronograma para inscripciones inicio en junio 27 y vence en julio 27, y a consecuencia de la privación de su libertad es imposible efectuar la misma para las elecciones a la Alcaldía del período 2020-2023; y (vi) actualmente el señor CARLOS ALBERTO no se encuentra incurso en ninguna inhabilidad o incompatibilidad para desempeñarse como Alcalde, y además carece de antecedentes fiscales, disciplinarios y/o penales.

Por lo anterior la totalidad de los accionantes solicitan que se tutelen sus derechos a elegir, y para ello se debe revocar la decisión emitida por el Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa de Cabal (Rda.), a consecuencia de lo cual se deberá dejar en libertad inmediata al señor TORO ÁVILA para que pueda inscribirse como candidato y evitar el quebrantamiento de sus derechos como ciudadanos. De igual modo, se le deben amparar sus derechos a elegir y ser elegido, toda vez que aún no se ha proferido sentencia de condena.
Las tutelas fueron asignadas a la titular del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), autoridad que se declaró impedida para conocer de las mismas, amén del vínculo de amistad que posee con el señor CARLOS ALBERTO TORO, y remitió la actuación a sus homólogos del municipio de Dosquebradas (Rda.). El trámite correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito, cuyo titular declaró su incompetencia en el asunto como quiera que a la actuación se debía vincular a la Fiscalía Seccional y por ende la competencia recaería en esta Sala de Decisión. La Corporación con fundamento en esa vinculación procedió a avocar el conocimiento del asunto sin más dilaciones.

3.- CONTRADICTORIO
3.1.- Esta Corporación corrió traslado de la acción constitucional al Juzgado accionado y dispuso la vinculación oficiosa del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), y de quienes tienen la calidad de partes e intervinientes en el proceso seguido contra CARLOS ALBERTO TORO ÁVILA -imputado, defensor, fiscalía, ministerio público, apoderado de víctimas-, quienes se pronunciaron en los siguientes términos:
- El Juez Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) indicó que el proceso seguido en contra del señor TORO ÁVILA y otros, radicado al Nº 660016000036201605813, por los delitos de contrato sin cumplimiento de requisitos legales, peculado por apropiación, prevaricato por acción y falsedad ideológica en documento público, le correspondió a ese despacho en julio 09 de 2019 para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión emitida por el Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa de Cabal (Rda.), por medio de la cual se impuso medida de aseguramiento, sin que a la fecha se hubiera adoptado la decisión respectiva.

- La titular del Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa de Cabal (Rda.) expresó que las audiencias celebradas en ese despacho los días 26 y 27 de junio de 2019 -legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida-, donde uno de los vinculados fue el señor CARLOS ALBERTO TORO concluyó con la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión que le fue impuesta a tres personas, entre ellos el ya referido, y las cuales fueron objeto de recurso de apelación, el cual debe ser decidido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.). Pide se declare improcedente la tutela, en tanto las decisiones adoptadas en las mencionadas audiencias se encuentran ajustadas a la Constitución y la Ley, y en ejercicio del derecho que les asiste la apelación en aplicación de la doble instancia, sin que la tutela sea la vía para obtener la libertad que ahora se reclama, ni ser competentes para pronunciarse sobre la inscripción del mismo como candidato.
- El Contralor General de Risaralda (e), como víctima en el proceso penal, manifiesta que existe falta de legitimidad en la causa por activa, en tanto dicha entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno, amén de la incompetencia constitucional o legal para satisfacer lo pedido por los demandantes, máxime que su misión es la de procurar el buen uso de los recursos y bienes públicos y contribuir con la modernización del Estado, mediante acciones de mejoramiento continuo en las distintas entidades públicas. Pide en consecuencia su desvinculación de este asunto.

- El señor CARLOS EDUARDO TORO ÁVILA, al referirse a los puntos de la acción de tutela indicó lo siguiente: (i) la medida de aseguramiento impuesta en su contra, más que por ser un peligro para la sociedad, lo fue por evitar obstruir el ejercicio de la justicia; (ii) es claro que la fiscal se apartó del proceso penal para interferir de manera indebida en las elecciones para la Alcaldía de Santa Rosa; (iii)  con la medida se le causa un perjuicio a la democracia, pues al no ser vencido en juicio goza de la presunción de inocencia y del principio de libertad para continuar su campaña para ocupar el cargo de Alcalde, en tanto de probarse las imputaciones efectuadas podría perder su curul; (iv) al no existir sentencia en su desfavor, podrá inscribirse como candidato a la Alcaldía, pero con la medida impuesta queda en inferioridad frente a otros candidatos que adelantarán su campaña y se inscribirán adecuadamente, lo que él no podrá hacer; (v) su derecho a inscribirse, elegir y ser elegido se debe ejercer en condiciones de igualdad, y (vi) coadyuva la petición presentada por la actora para que en libertad pueda participar del proceso electoral en iguales condiciones de las demás candidaturas.

- Las demás personas vinculadas guardaron silencio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes, y lo solicitado por esta Corporación.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el este evento violación a los derechos fundamentales de los actores; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas a efectos de cesar dicha trasgresión.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En desarrollo del citado mandato constitucional, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 estableció que la acción tutelar puede ser ejercida por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, teniendo la posibilidad de promoverla a través de representante o por medio de agente oficioso. Y es que no obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con la cual se busca la protección de derechos personalísimos, la misma puede ser interpuesta por un tercero diferente al directo agraviado, cuando: (i) quien actúa es el representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados; (ii) el accionante es el apoderado judicial de aquel que alega sufrir un menoscabo a sus derechos; o (iii) el tercero actúa como agente oficioso
.

Respecto a la figura de la agencia oficiosa, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha referido que esta es: “consecuencia directa de la imposibilidad del titular de los derechos fundamentales supuestamente vulnerados o amenazados de ejercer su propia defensa, situación que legitima a un tercero indeterminado para actuar a su favor sin mediación de poder alguno
. Esta potestad está sujeta al cumplimiento de cuatro requisitos: (i) que el agente manifieste expresamente que actúa en nombre de otro; (ii) que se indique en el escrito de tutela o que se pueda inferir de él que el titular del derecho fundamental no está en condiciones físicas o mentales de promover su propia defensa (sin que esto implique una relación formal entre el agente y el titular); (iii) que el sujeto o los sujetos agenciados se encuentren plenamente identificados ,y (iv) que haya una ratificación oportuna mediante actos positivos e inequívocos del agenciado en relación con los hechos y las pretensiones consignados en la tutela
 […].

En el caso sometido a estudio se observa que si bien los ciudadanos LUZ MARÍA ALZATE SÁNCHEZ,  NICOLÁS MONTOYA GÓMEZ, GUILLERMO FRANCO LÓPEZ, JULIO HERLEY HENAO LÓPEZ, JESÚS ANCÍZAR MAYA MARTÍNEZ y ALEJANDRA MARÍA CHICA NARANJO presentaron tutela a nombre propio con miras a reclamar su derecho a elegir, también lo hicieron a favor del señor CARLOS EDUARDO TORO ÁVILA en procura de la protección de sus derechos a elegir, ser elegido y a la libertad que le fuera limitada por la decisión emitida por el Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa de Cabal (Rda.), sin que ninguno de ellos adujera en los escrito de tutela cuáles son las razones que impiden que de manera directa el antes mencionado lo hiciera o por intermedio de su apoderado a buscar la protección de los amparos que acá se consideran quebrantados, en tanto el hecho de encontrarse privado de su libertad no lo imposibilita per se para acudir ante el juez constitucional.

Sobre el particular, en la sentencia T-995/08 la Corte Constitucional precisó:

“[..] La agencia oficiosa en los procesos de tutela, al igual que el apoderamiento judicial, tiene su fundamento constitucional en el artículo 86 de la Constitución Política, y su fundamento legal en el mismo artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que establece que se podrán agenciar derechos ajenos “cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa […]”.
[…]

[…] Asumiendo una postura más estricta frente al  requisito de la manifestación que debe hacerse sobre la imposibilidad de defenderse en que se encuentra el agenciado la Corte afirmó que en su ausencia el juez debería proceder a rechazar de  plano  la acción, así en Sentencia T-555 de 1996 (referida en sentencias SU-707 de 1996 y T-414 de 1999) “si del escrito mediante el cual el agente oficioso demanda el amparo constitucional de los derechos de su agenciado no surge, de manera clara y expresa, que éste último se encuentra en absoluta imposibilidad de defender sus derechos por sí mismo, la acción de tutela deberá ser rechazada de plano, sin que al juez le esté autorizado entrar a estudiar ninguna de las cuestiones de fondo que se han sometido a su conocimiento.” […]” -negrillas fuera de texto-
En el presente asunto se advierte que los accionantes carecen de legitimidad para acudir en acción de tutela a favor del señor CARLOS EDUARDO TORO ÁVILA, en tanto debe ser él mismo quien solicite la protección frente al presunto quebrantamiento de sus derechos, sin que ello pueda entenderse de la respuesta que arrimó a esta Corporación, en tanto lo hizo para pronunciarse respecto a lo esgrimido por las personas que lo hicieron en su favor, pero en momento alguno indicó que estos obraban como sus agentes oficiosos; es más, si pudo enviar la respuesta a este trámite bien podría haber interpuesto de manera directa la acción de tutela, lo que no ocurrió.
Ahora bien, como quiera que los actores cuestionan la determinación judicial emitida por el Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías, por medio de la cual se impuso la citada medida de aseguramiento, con miras a que por este mecanismo subsidiario y residual se le conceda la libertad y logre inscribir su candidatura a la Alcaldía, y así garantizarles a estos su derecho a la elección, el Tribunal considera necesario traer a colación lo que en tal materia ha planteado la jurisprudencia constitucional y de la Sala de Casación penal, así:
La H Corte Constitucional
 en su jurisprudencia recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, al igual que las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, y además puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” –negrillas excluidas-
Frente a las pretensiones de los accionantes debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular, en la sentencia T-313 de 2005 la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales. En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones”.
Así mismo la H Corte Suprema de Justicia, en cuanto a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, también ha referido:

“Desde otrora esta Sala ha venido sosteniendo que si bien la tutela procede contra providencias judiciales, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad -ya expuestos en extenso- incumbe a quien la ejercite no sólo conformarse con realizar exposiciones aisladas de argumentos que cuestionen su validez, sino también demostrar, de forma irrefutable, que las mismas sólo están envueltas en un manto de legalidad, mas en el fondo no son otra cosa que la expresión grosera o ilegal de la judicatura, disfrazada de declaración de justicia.
Frente a las providencias judiciales, por otra parte, se presume su legalidad y acierto, razón por la cual, si se pretende demostrar lo contrario, a quien así lo denuncia es al que le corresponde la carga de construir un discurso argumentativo y probatorio de tal talante que el error, que de por sí debe ser garrafal, quede en franca evidencia

No obstante, siguiendo el principio de informalidad de la tutela, si bien no se exigen fórmulas sacramentales en su planteamiento, también es cierto que no resulta admisible solicitar al juez constitucional una actitud oficiosa de protección de las garantías fundamentales, o pretender que se active su intervención para revivir un debate sustancial o probatorio ya culminado, a partir de planteamientos genéricos y sin demostración.  En esa medida, una actuación judicial culminada constituye una expresión de seguridad jurídica y coadyuva a alcanzar uno de los principios de nuestro Estado Social de Derecho, cual es el de lograr «…la vigencia de un orden justo» –Artículo 2º Constitucional-.
Por lo anterior, la labor del demandante en una tutela contra decisiones judiciales es más exigente, pues no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, pretendiendo que el juez de tutela, en una labor de reemplazo del juez ordinario, entre nuevamente a verificar en el expediente y a constatar si los falladores de instancia realizaron o no correctamente la labor de adecuado impulso procesal y de análisis jurídico sustancial, pues debe partirse del presupuesto que dicha función fue adecuadamente realizada por los falladores de instancia”. 

Y, en relación con la protección del derecho fundamental a la libertad, el requisito de subsidiaridad cobra mayor vigencia, ya que debe demostrarse que no se cuenta con ningún otro mecanismo idóneo o efectivo para evitar su conculcación, para que la acción de tutela proceda de manera excepcional y transitoria.  Al respecto lo que ha dejado establecido el órgano de cierre en materia constitucional es lo siguiente:

“Así, la causal de improcedencia de la tutela ante la existencia de otra acción constitucional como el hábeas corpus aplica en aquellos eventos en los que el interesado privado de la libertad, creyendo estarlo ilegalmente, por sí o por interpuesta persona acude al amparo al considerar que esa garantía fundamental puede estar siendo vulnerada como consecuencia de una acción u omisión de una autoridad pública. Acorde con la jurisprudencia de esta corporación
 en esos supuestos el amparo resulta improcedente, aún como mecanismo transitorio, pues el hábeas corpus es un medio idóneo y efectivo, aún más expedito que la tutela, para proteger la libertad, por ser el término de treinta y seis horas (arts. 30 Const. y 3.1. L. 1095 de 2006) más corto para resolver sobre lo pretendido. 

Bajo esos supuestos el amparo incoado no supera el presupuesto de subsidiariedad, como quiera que ese principio se encamina a “evitar que la acción de tutela llegue a desarticular el sistema jurídico, pues no debe olvidarse que el primer llamado a proteger los derechos fundamentales es el juez ordinario”
.”
 

De igual manera, la Sala de Decisión de tutelas
 de la H Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 79314 de mayo 6 de 2015, donde concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991”. -negrillas de la Sala-

En este caso concreto considera por tanto la judicatura que los accionantes no acreditaron las exigencias jurisprudenciales para la procedencia de la acción constitucional contra una determinación judicial, e igualmente emerge diáfano que la decisión que hoy cuestionan y que consideran vulneradora de sus derechos fue adoptada en un proceso que se encuentra en curso, y será precisamente allí donde se determine si la decisión por medio de la cual se le impuso medida de aseguramiento al señor CARLOS ALBERTO TORO ÁVILA por parte de la Juez Penal Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa de Cabal (Rda.), estuvo o no ajustada al ordenamiento legal. 
Véase que de tiempo atrás se tiene claro que es en el interior de la actuación donde se deben ventilar las presuntas trasgresiones a los derechos y garantías fundamentales que se reclaman, en cuanto: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 
De lo arrimado a la actuación se advierte que el abogado del señor TORO ÁVILA hizo uso de los mecanismos ordinarios de defensa judicial para controvertir la decisión emitida en contra de su representado, y para ello interpuso recurso de apelación frente a la providencia emitida por la titular del Juzgado de control de garantías, y será en consecuencia el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) quien determine lo pertinente con ocasión del disenso mostrado contra la aludida determinación.

No puede pretender la parte actora que por este medio residual, preferente y sumario, con desconocimiento del principio de subsidiariedad que la rige, el juez de tutela disponga la libertad de una persona que se encuentra inmersa a un proceso penal en el que se le impuso una medida de aseguramiento, cuya revocatoria ahora se pide, cuando tal asunto no ha sido definido por el juez ordinario, quien tiene la competencia para resolver el debate planteado y sin que el juez constitucional pueda tener injerencia alguna en tal actuación, en tanto con ello no solo se invadiría la órbita funcional y autónoma en cabeza del citado funcionario judicial, sino que se quebrantaría el debido proceso.

Sea como fuere, debe decir la Sala que si los ahora accionantes consideran que la privación de la libertad del señor CARLOS EDUARDO TORO ÁVILA se realizó de manera irregular, no es la tutela la llamada a regular tal situación, en tanto para ello existe la acción constitucional de habeas corpus, a la que podrían acudir de considerarlo pertinente.
De todas formas, el que se anuncie la imposibilidad de ejercer el derecho a elegir por ser el candidato de su predilección, por cuanto no puede inscribirse a la Alcaldía de Santa Rosa de Cabal (Rda.) amén de la medida impuesta, ello per se no habilita al juez constitucional para inmiscuirse en el curso del proceso que se sigue contra el antes mencionado, y mucho menos para disponer su liberación. No obstante, es el mismo señor TORO ÁVILA quien en escrito que allegó a la actuación, aseguró que el hecho de encontrarse bajo esa medida “no le impide efectuar su inscripción al no haber sido vencido en juicio”, con lo cual, será la autoridad administrativa competente la que deberá definir si hay o no lugar a la susodicha inscripción no obstante el compromiso judicial que actualmente posee.
Así las cosas, no le queda alternativa diferente a la Corporación que declarar la improcedencia de la acción constitucional

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por los ciudadanos LUZ MARÍA ALZATE SÁNCHEZ, NICOLÁS MONTOYA GÓMEZ, GUILLERMO FRANCO LÓPEZ, JULIO HERLEY HENAO LÓPEZ, JESÚS ANCÍZAR MAYA MARTÍNEZ y ALEJANDRA MARÍA CHICA NARANJO en nombre propio y en representación del señor CARLOS EDUARDO TORO ÁVILA, de conformidad con lo mencionado en el cuerpo motivo de esta providencia.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ 
� Corte Constitucional, Sentencia T-677 de 2011, entre otras.


� Ver sentencias T-542 de 2006 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández), T-301 de 2007 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-573 de 2008 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto) y T-330 de 2010 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio).


� Ver sentencias T-294 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-330 de 2010 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), T-667 de 2011 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), T-444 de 2012 (M.P. Mauricio Gonzáles Cuervo), T-004 de 2013 (M.P. Mauricio Gonzáles Cuervo) y T-545 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� Corte Constitucional, T-214 de 2014


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Ver, entre otras, T-839 de octubre 10 de 2002 y T-054 de enero 30 de 2003, ambas con ponencia de Álvaro Tafur Galvis. 


� T-054 de 2003, previamente referida.


� T-527 de 2009.


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.
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